
CONSTITUCIÓN DE LA
PROVINCIA DE SAN LUIS



Constitución de la Provincia de San Luis

Texto constitucional íntegramente leído, ratificado y declarado auténtico por la Honorable Con-
vención Reformadora de la Provincia de San Luis, en sesión pública del día veintiséis de marzo 
de mil novecientos ochenta y siete. Con enmiendas de los artículos 147 y 11 Bis, realizadas 
respectivamente por las leyes Nº XIII-0545-2006 y Nº XIII-0755-2011.

PREÁMBULO

Nos, los representantes del pueblo de la provincia de San Luis, reunidos en Convención Consti-
tuyente, con el fin de exaltar y garantizar la vida, la libertad, la igualdad, la justicia y los demás 
derechos humanos; ratificar los inalterables valores de la solidaridad, la paz y la cultura nacio-
nal; proteger la familia, la salud, el medio ambiente y los recursos naturales, asegurar el acceso 
y permanencia en la educación y en la cultura; establecer el derecho y el deber al trabajo; su 
justa retribución y dignificación, estimular la iniciativa privada y la producción; procurarla equi-
tativa distribución de la riqueza; el desarrollo económico; el afianzamiento del federalismo, la
integración regional y latinoamericana; instituir un adecuado régimen municipal; organizar 
el Estado Provincial bajo el sistema representativo republicano de acuerdo a la Constitución 
Nacional, en una democracia participativa y pluralista, adecuada a las exigencias de la justicia 
social, para nosotros, para nuestra posteridad y para todos los hombres del mundo que quie-
ran habitar en el suelo de la Provincia, invocando la protección de Dios, fuente de toda razón y 
justicia, ordenamos, decretamos y establecemos esta Constitución.

CAPÍTULO I
Declaraciones, derechos y garantías

Forma de Gobierno

Artículo 1
La Provincia de San Luis, con los límites que históricamente y por derecho le corresponden y 
como parte integrante e inseparable de la Nación Argentina, en ejercicio de los derechos no de-
legados al gobierno de la Nación, organiza sus poderes bajo el sistema republicano democrá-
tico y representativo de Gobierno, de acuerdo con los principios, derechos, deberse y garantías 
consignados en la Constitución Nacional.

Soberanía Popular
Artículo 2
Todo el poder emana y le pertenece al pueblo de la Provincia de San Luis, el que se ejerce por 
medio de sus legítimos representantes en la forma y modo que establece esta Constitución. 
También se reconoce igual legitimidad a otras formas de participación democrática.



Distribución de poderes

Artículo 3
El poder del Estado Provincial está distribuido de acuerdo a lo establecido en esta Constitución 
en funciones conforme a las competencias que ella establece.

Principios del sistema político

Artículo 4
El gobierno y la sociedad sanluiseña basan su acción en la solidaridad, democracia social, 
igualdad de oportunidades, ausencia de discriminaciones arbitrarias, plena participación políti-
ca, económica, cultural y social de sus habitantes, y en los principios éticos tradicionales fieles 
a nuestro patrimonio cultural. 

Sede de las autoridades

Artículo 5
Las autoridades que ejercen el Gobierno residen en la ciudad de San Luis, Capital de la Provin-
cia.

Modificación de los límites

Artículo 6
Para modificar los límites territoriales de la Provincia, por cesión, anexión o de cualquier otra 
forma, como igualmente para ratificar tratados sobre límites que se celebren, se requiere ley 
sancionada con el voto de las tres cuartas partes de los miembros que componen las cámaras 
legislativas y aprobación por consulta popular, sin cuyos recaudos no será promulgada.

Culto

Artículo 7
La Provincia coopera al sostenimiento del culto católico, apostólico, romano. Sin embargo, es 
inviolable el derecho que todo hombre tiene para rendir culto a su Dios, libre y públicamente se-
gún los dictados de su conciencia, y sin más limitaciones que las que establezca la moral, las 
buenas costumbres y el orden público. El registro del estado civil de las personas será llevado 
en toda la Provincia por funcionarios civiles, sin distinción de creencia religiosa, en la forma 
que la ley establezca.

Delegación de poderes y funciones

Artículo 8
Ningún magistrado o funcionario público puede delegar sus funciones en otra persona, ni un 
poder delegar en otro sus facultades constitucionales, bajo pena de nulidad, salvo en los casos 
expresamente previstos por esta Constitución.



Publicidad de los actos de gobierno

Artículo 9
Todos los actos de gobierno deben ser publicados en la forma, medio y modo que la ley de-
termina, garantizando su plena difusión; en especial aquellos relacionados con la percepción, 
gastos e inversión de la renta pública y toda enajenación o afectación de bienes del Estado 
Provincial. La violación a esta norma produce la nulidad absoluta del acto administrativo, sin 
perjuicio de las responsabilidades políticas, civiles y penales que le correspondan a los intervi-
nientes en el acto.

Declaración de inconstitucionalidad

Artículo 10
Toda ley, decreto, ordenanza o disposición contraria a la ley suprema de la Nación o a esta 
Constitución, carece de valor y los jueces deben declarar su inconstitucionalidad en juicio, aún 
cuando no hubiere sido requerido por las partes. La inconstitucionalidad declarada por el Su-
perior Tribunal de Justicia de la Provincia debe ser comunicada formal y fehacientemente a los 
poderes públicos correspondientes, a los fines de sus modificaciones y adaptaciones al orden 
jurídico vigente.

Límites de la reglamentación - Derechos implícitos

Artículo 11
Todos los habitantes gozan de los derechos y garantías consagrados por esta Constitución 
de conformidad con las leyes que reglamentan razonablemente su ejercicio. Los principios, 
declaraciones, derechos y garantías contenidos en ella no pueden ser alterados por disposición 
alguna. Tales enunciaciones no son negatorias de otros derechos y garantías no enumerados, 
pero que nacen de la libertad, igualdad y dignidad de la persona humana, de los requerimientos 
de la justicia social, de principios de la democracia, de la soberanía del pueblo, de la forma 
republicana de gobierno, de la Declaración Universal de los Derechos Humanos y los tratados 
universales o regionales de derechos humanos ratificados por la Nación.
Tampoco se ha de entender como negación de los derechos que la Constitución Nacional 
acuerda a los habitantes de la Nación los cuales quedan incorporados a esta Constitución.

Nuevos Derechos Humanos fundamentales

Artículo 11 Bis
Esta Constitución reconoce todos los derechos y garantías establecidos en la Constitución Na-
cional, a los que considera un piso, por sobre el cual la Provincia de San Luis puede establecer 
mayores derechos y garantías.
Todos los habitantes de la Provincia, gozan de los Derechos de Inclusión Social y de Inclusión 
Digital como Nuevos Derechos Humanos fundamentales.
La Provincia de San Luis reconoce la preexistencia étnica y cultural de los Pueblos Indígenas, 
comprendiendo sus derechos consuetudinarios preexistentes conforme a los acordados por la 



Carta Magna Nacional, el Convenio Nº 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre 
Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes y la Declaración de la Organización de 
las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas del 13 de septiembre del año 
2007.

Responsabilidad del Estado

Artículo 12
La Provincia puede ser demandada sin requisitos previos. Si fuese condenada a pagar suma 
de dinero, sus rentas pueden ser embargadas cuando la Legislatura no haya arbitrado el medio 
para efectivizar el pago dentro de los seis meses de la fecha en que la sentencia condenatoria 
quede firme. En ningún caso los bienes afectados a servicios públicos, pueden ser embarga-
dos.

Respeto y protección de la vida

Artículo 13
La vida desde su concepción, la dignidad y la integridad física y moral de la persona son intan-
gibles. Su respeto y protección es deber de todos y en especial de los poderes públicos.
Evitar la desaparición forzada de personas es deber indelegable y permanente del Estado Pro-
vincial.

Torturas

Artículo 14
Nadie puede ser sometido a tortura, ni a tratos crueles, degradantes o inhumanos. Todo acto 
de esta naturaleza hace responsable a la autoridad que lo realice o permita. También es res-
ponsable la autoridad que por negligencia en sus funciones, produzca efectos similares. No 
excusa de esta responsabilidad la obediencia debida.
El Estado repara los daños provocados.
Los funcionarios cuya culpabilidad es demostrada, respecto a los delitos mencionados en el 
presente artículo, son sumariados y exonerados del servicio al que pertenezcan, sin perjuicio 
de las penas que por ley les correspondan.

De la libertad y respeto a la persona humana

Artículo 15
Nadie puede ser privado de su capacidad jurídica, de su nombre, de su nacionalidad originaria 
o adquirida, por causas políticas o sociales. Nadie puede ser obligado a hacer lo que la ley no 
manda ni privado de lo que ella no prohíbe. Ningún servicio personal es exigible sino en virtud 
de ley o de sentencia fundada en ley.
Las acciones privadas de los hombres que no afecten el orden y la moral pública ni perjudiquen 
a terceros, están exentas de la autoridad de los magistrados.
Los poderes públicos garantizan el derecho a la paz, la intimidad y la privacidad de la persona 


